PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL PROYECTO DE LEY 25 DE 2010 SENADO. 
por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción 

Bogotá, D. C., septiembre 14 de 2010

Honorable Senador

EDUARDO ENRÍQUEZ MAYA

Presidente 

Comisión Primera Constitucional

Senado de la República

E. S. D.

Respetado señor Presidente:
En cumplimiento del encargo hecho por la Mesa Directiva, de la Comisión Primera Constitucional Permanente del Senado de la República y acatando el Reglamento del Congreso en sus artículos 156, 157 y 158 de la Ley 5ª de 1992, me permito rendir informe de ponencia para primer debate ante la Comisión Primera Constitucional del Senado de la República, al Proyecto de ley número 25 de 2010 Senado, por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción, teniendo en cuenta las siguientes consideraciones:

Antecedentes del proyecto de ley

El Proyecto de ley número 25 de 2010 Senado, es iniciativa del honorable Senador Juan Carlos Vélez Uribe. Por el tema de la materia, fue repartido a la Comisión Primera Constitucional del Senado de la República y la Mesa Directiva, en ejercicio de sus funciones, me designó como ponente para primer debate.
Objeto del proyecto de ley

El proyecto de ley tiene por objeto, según se desprende de la exposición de motivos, que al expedir el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), el Certificado Judicial al peticionario de sus propios registros, no se incluya como antecedente penal las anotaciones delictivas, cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito.

De igual manera, este proyecto al convertirse en ley deroga la Resolución Interna número 1157 del 2008 del DAS, mediante la cual se reglamenta el modelo de Certificado Judicial, expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, que permite la leyenda de que el ciudadano registra antecedentes pero ya no es requerido por autoridad judicial. Lo anterior, ha originado numerosas acciones de tutela.

Contenido y alcances

El proyecto de ley, cuenta con dos artículos, mediante los cuales se pretende que el Departamento Administrativo de Seguridad (DAS), entidad encargada de mantener y actualizar los registros delictivos y de identificación de nacionales, conforme con los informes remitidos por las autoridades judiciales, al expedir los certificados judiciales a los peticionarios de sus propios registros, no incluirá como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito. De igual manera ordena el proyecto de ley que los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, en la materia que nos venimos refiriendo tendrán el carácter de reservado, y se expedirán a iniciativa del peticionario, en las condiciones y términos plasmados anteriormente y a los funcionarios judiciales y organismos con facultades de policía judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones adelanten investigación, referente a la persona de quien solicita la expedición del Certificado Judicial, previo requerimiento por escrito.

Consideraciones

A la exposición de motivos

Plantea el autor del proyecto, honorable Senador Juan Carlos Vélez Uribe, en la exposición de motivos que cuando un ciudadano solicita el Certificado Judicial para un asunto privado como conseguir empleo, requisito para posesionarse, o suscribir contrato, al incorporarse el antecedente, obstaculiza la obtención del trabajo, que a su vez tiene como consecuencia una estigmatización que impide la reinserción social de las personas que han sido condenadas y se han visto en la necesidad de acudir a la acción de tutela para proteger sus derechos fundamentales al mínimo vital, buen nombre, hábeas data, petición, trabajo y debido proceso, entre otros.

Consigna igualmente, que el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, está obligado a realizar estas anotaciones de antecedentes en virtud de lo preceptuado, en los artículo 3° y 4° del Decreto 3788 del 2003, lo cual permite colegir, que el Departamento Administrativo de Seguridad realiza sus funciones de organizar, conservar y actualizar los registros de identificación de anotaciones, de acuerdo a los mandatos de orden legal.

Surge un interesante y complejo problema, que enfrenta o por lo menos pone en tensión varias normas superiores; toda vez que se intenta proteger derechos fundamentales, de aquellas personas que han sido objeto de una sanción penal, pero esta ya se cumplió o está prescrita y la necesidad de mantener una información de los antecedentes judiciales de los colombianos. 

Para el estudio del tema, haré referencia a los mandatos constitucionales que lo desarrollan:

De la normatividad constitucional y legal

Desarrolla el tema de antecedentes penales, el artículo 248 de la C. P. ¿Únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva tienen la calidad de antecedentes penales y contravencionales, en todos los órdenes legales¿, desarrolla este precepto constitucional, el artículo 166 de la Ley 906 de 2004: 

Artículo 166 del C.P.P. ¿Ejecutoriada la sentencia que imponga una pena o medida de seguridad, el funcionario judicial informará de dicha decisión a la Dirección General de Prisiones, a la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la Procuraduría General de la Nación y demás organismos que tengan funciones de Policía Judicial y archivos sistematizados, en el entendido que solo en estos casos se considerará que la persona tiene antecedentes judiciales¿. 
Del estudio de las anteriores disposiciones de orden superior y legal, no cabe duda de la constitucionalidad y legalidad de los antecedentes penales. Nuestro ordenamiento jurídico, ha determinado que el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, lleve su registro histórico, con sujeción estricta a los informes y avisos que remitan las autoridades judiciales.

Ahora bien, se requiere examinar si el Certificado Judicial, documento expedido por el Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, al señalar en este, que el peticionario ¿registra antecedentes, pero no es requerido por autoridad judicial¿ afecta derechos fundamentales que deben ser protegidos.

De los derechos fundamentales
El autor de la iniciativa legislativa con buen criterio garantista, advierte que se requiere proteger los derechos fundamentales de quienes han cumplido una sentencia judicial, de carácter penal o esta se encuentre prescrita, a fin de que al solicitar los antecedentes judiciales, no registe esta anotación.

Los avances en materia de ordenamiento constitucional, han reconocido las falencias del viejo Estado de derecho y adoptaron la idea de Estado Social de Derecho, que pretende ofrecer garantías a los que más lo necesitan, al más débil, en esta concepción doctrinaria me inscribo y por esto diré que el instrumento que certifique los antecedentes judiciales, debe diseñarse de tal manera, que no vulnere derechos fundamentales de los peticionarios de sus propios registros, al punto de convertirse en una barrera infranqueable que impida su resocialización. Pero de igual manera se hace necesario, preservar un sistema de información, bajo la responsabilidad del Estado, que certifique la situación judicial de los ciudadanos, frente a los operadores de justicia de nuestro país.

Así las cosas, debe advertirse que como lo ha reiterado en su jurisprudencia la Corte Suprema y la Corte Constitucional, la información negativa, aunque verídica, no puede permanecer en forma indefinida, puesto que afecta derechos fundamentales como el de la intimidad, el buen nombre, el de igualdad y otro de similar rango constitucional. Pero los anteriores pronunciamientos jurisprudenciales, deben armonizarse con la necesidad de mantener estándares de política, de moralidad pública, mantenimiento del orden, principio de primacía del interés general y lucha contra la corrupción. Por lo tanto, no se puede desconocer que la inclusión verídica, cierta e imparcial de un dato, por penoso que sea, no puede tenerse como una sanción, sino como un registro indispensable para el funcionamiento institucional y la consecución del pleno establecimiento de un Estado Social de Derecho.

De las inhabilidades constitucionales y legales para acceder a cargos en las Ramas del Poder Público y órganos de control

A manera de ejemplo me permito transcribir algunas normas de orden constitucional y legal, que establecen inhabilidades para acceder a cargos en las Ramas del Poder Público y órganos de control. Entre ellas encontramos que el ciudadano que aspira a ser nombrado o elegido en dichos cargos, no debe presentar antecedentes de carácter penal en ningún tiempo, excepto por delitos políticos o culposos.

¿Artículo 179. No podrán ser congresistas: 

1. Quienes hayan sido condenados en cualquier época por sentencia judicial, a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos¿.

¿Artículo 197¿No podrá ser elegido Presidente de la República o Vicepresidente, quien hubiere incurrido en algunas de las causales de inhabilidad consagradas en los numerales 1, 4 y 7 del artículo 179¿¿.

¿Artículo 232. Para ser Magistrado de la Corte Constitucional, de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo de Estado, se requiere:

¿

3º. No haber sido condenado por sentencia judicial a pena privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos¿.

¿Artículo 267. 

¿No podrá ser elegido Contralor General quien haya sido miembro del Congreso u ocupado cargo público alguno de orden nacional, salvo la docencia, en el año inmediatamente anterior a la elección. Tampoco podrá ser elegido quien haya sido condenado a pena de prisión por delitos comunes¿.

En igual sentido, para acceder a cargos en las entidades territoriales, bien sea a través de procesos eleccionarios o de nombramiento, se establece idéntica inhabilidad a la que se aplica para los altos funcionarios.

De lo consignado anteriormente, encontramos que los antecedentes penales tienen una íntima relación con la seguridad jurídica, ya que las entidades públicas y la sociedad tienen derecho a saber que la ilicitud de determinadas conductas se investigaron y se sancionaron, pues a través de los antecedentes se procede a la defensa de los intereses de la comunidad y del Estado. 

A manera de conclusión

Como ya lo expresé, se requiere armonizar que los derechos fundamentales de aquellos ciudadanos que fueron objeto de una sentencia de carácter penal, pero que esta ya se cumplió o está prescrita, se garanticen no incluyendo el registro de dichos antecedentes, pero de igual manera, se hace necesario establecer que la solicitud de antecedentes por peticionarios de sus propios registros, no será válida para documentar o acreditar la inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado. De esta forma, estaríamos garantizando que las inhabilidades establecidas por orden superior y legal, no sean violadas flagrantemente.

Se hace necesario establecer en esta iniciativa legislativa, que las entidades de la administración pública, cuando requieran la presentación de antecedentes judiciales acerca de un ciudadano en particular, deberán previa autorización escrita del mismo, solicitarlos directamente a la entidad correspondiente, dando cumplimiento a lo establecido en el artículo 17 del Decreto 2150 de 1995.

Para materializar lo expuesto, me permito presentar el siguiente pliego de modificaciones.

PLIEGO DE MODIFICACIONES

1. Adicionar la expresión ¿de los¿, en el inciso primero, del artículo primero. 

2. Suprimir el inciso segundo del artículo primero del proyecto de ley.

3. Se requiere adicionar un literal c), al artículo segundo, que será del siguiente tenor:

Literal c) Cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto 2150 de 1995. 

 4. Se incluirá en el artículo segundo, como parágrafo primero, el siguiente texto: 

Parágrafo 1°. El Certificado Judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no será válido para documentar o acreditar la inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado.

Proposición final

En armonía con lo antes escrito, proponemos a los miembros de la Comisión Primera del Senado de la República, se apruebe en primer debate el Proyecto de ley número 25 de 2010 Senado, por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción, con las modificaciones propuestas en el presente informe de ponencia.

Atentamente,

Luis Carlos Avellaneda Tarazona,

Senador Ponente.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER  DEBATE AL PROYECTO DE LEY  NÚMERO 25 DE 2010 SENADO 

por la cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los certificados judiciales por pena cumplida o prescripción.

El Congreso de Colombia

DECRETA:

Artículo 1º. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación de los nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley.

Artículo 2°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así:

a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del Certificado Judicial, en el que no se reportarán como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito;

b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de Policía Judicial, que por razón o con ocasión de sus funciones, adelanten investigación, referente a la persona de quien la solicitan, previo requerimiento escrito;

c) Cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto 2150 de 1995. 

Parágrafo 1°. El Certificado Judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no será válido para documentar o acreditar la inscripción como candidato a cargos de elección popular, ni para ser elegido, ni para ser designado como servidor público, ni para celebrar personalmente o por interpuesta persona contratos con el Estado.

Parágraf o 2°. El manejo indebido de la información suministrada, causará las sanciones previstas en la ley.

Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación y deroga las disposiciones que le sean contrarias.

Atentamente,

Luis Carlos Avellaneda Tarazona,

Senador Ponente.

